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La derogación de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre  sustituyéndola por la Ley 39/2015 de 1 de octubre

En el Boletín Oficial del Estado número 236, de 2 de octubre de 2015, aparecen publicadas las dos siguientes Leyes:

-Ley 39/2015 de 1 de octubre, “del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas”. Esta Ley viene a sustituir a la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, (“de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común”), aunque solo en lo atinente al procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas, ya que al régimen jurídico del sector público atiende la que seguidamente mencionaremos.
-Ley 40/2015 de 1 de octubre, “del Régimen Jurídico del Sector Público”. Esta Ley viene a sustituir a la Ley 6/1997 de 14 de abril, “de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado” (LOFAGE), afectando también a otras disposiciones legales.
Estas dos normas reflejan la decisión de modificar, a toda costa y así lo hacen, el régimen jurídico de todo el sector público, así como su procedimiento administrativo, y ambas entrarán en vigor el próximo día 2 de octubre, salvo alguna excepción a la que después se aludirá. Este breve informe se refiere únicamente a la primera de las reseñadas Leyes. 
LA LEY 39/2015 DE 1 DE OCTUBRE

La denominación de esta Ley reza como “del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas”, lo que ya da idea de que va a sustituir en su totalidad a la Ley 30/1992, por la que nos hemos venido rigiendo durante más de veinte años, con algunos retoques posteriores.
La Disposición Derogatoria Única de la esta Ley 39/2015 deroga expresamente a la “Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común” (apartado 2.a/), a la que viene a sustituir en su totalidad en lo que se refiere al aspecto administrativo procedimental. Deroga asimismo otras leyes en su totalidad y determinados preceptos de varias más, lo que resulta ajeno a este informe (salvo lo que a continuación se dirá respecto a la LRJS).
Lo que sí ha de tenerse aquí presente es que, entre las modificaciones legislativas que esta Ley contiene, una de las más importantes afecta a diversos preceptos de la Ley 36/2011 de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS), modificaciones que, por consiguiente, entrarán asimismo en vigor el día 2 de octubre de 2015.

Resultan modificados ocho preceptos de dicha LRJS. Se trata, en concreto, de los siguientes artículos:

64 (excepciones a la conciliación o mediación previa); 69 (Agotamiento de la vía administrativa previa a la vía judicial social); 70 (Excepciones al agotamiento de la vía administrativa); 72 (Vinculación respecto a la reclamación administrativa previa en materia de prestaciones de Seguridad Social o vía administrativa previa); 73 (Efectos de la reclamación administrativa previa en materia de prestaciones de Seguridad Social); 85 (Celebración del juicio); 103 (Presentación de la demanda por despido) y 117 (Requisito del agotamiento de la vía administrativa previa a la vía judicial).
A partir, pues, de dicho día 2 de octubre de 2016, los operadores jurídicos en el orden jurisdiccional social, habrán de tener en cuenta la nueva redacción de los reseñados preceptos, redacción que se contiene en la Disposición Final Tercera de la Ley 39/2015, que aparece publicada –como antes se dijo- en el BOE número 236, de 2 de octubre de 2015.

Al margen de estas modificaciones de la LRJS y sin perjuicio de ellas, importa poner aquí de manifiesto que la Ley 39/2015 contiene una importante novedad sobre la anterior, ya que en el Título V –dedicado a la “revisión de actos en vía administrativa- ha desaparecido una exigencia que sí existía anteriormente: Se trata de la “reclamación administrativa previa al ejercicio de las acciones civiles y laborales” que regulaban los artículos 120 al 125 de la Ley 30/1992.  

En la actual Ley 39/2015, de acuerdo con la voluntad de suprimir trámites que, lejos de constituir una ventaja para los administrados, suponían una carga que dificultaba el ejercicio de sus derechos, la Ley no contempla ya las reclamaciones previas en vía civil y laboral, debido a la escasa utilidad práctica que han demostrado hasta la fecha y que, de este modo, quedan suprimidas.

Sin embargo, la desaparición del expresado requisito respecto de las acciones de carácter laboral, es más aparente que real, porque no se trata de una desaparición pura y simple, sino más bien de una modificación en la materia, pues no puede olvidarse que, como se ha dicho unas líneas más arriba, la propia Ley 39/2015 ha modificado (Disposición Final 3ª) los ocho artículos de la LRJS antes mencionados, a algunos de los cuales ha trasladado en cierto modo la necesidad de que el futuro litigante ante la jurisdicción del orden social contra la Administración lleve a cabo determinada actividad ante esa Administración con carácter previo a la interposición de la demanda.
Así, el nuevo Artículo 69 de la LRJS, si bien no exige la reclamación administrativa previa a la acción judicial, sí requiere lo que denomina el “agotamiento de la vía administrativa previa a la vía judicial social”, que consiste en que, una vez emitido el acto o la decisión administrativa correspondiente, deben agotarse –en la propia vía administrativa- los recursos que quepan contra dicha decisión antes de interponer la demanda ante los tribunales del orden social. Ciertamente, este deber de agotamiento de la vía administrativa previa no es absoluto e incondicionado, pues el nuevo artículo 70 de la LRJS señala los supuestos en los que no resulta preciso dicho agotamiento.
Asimismo, el nuevo artículo 117 de la LRJS establece también la necesidad de agotar la vía administrativa previa a la judicial para demandar al Estado reclamando los salarios de tramitación cuando proceda dicha reclamación en casos de determinados procesos por despido.

Finalmente, conviene aclarar que no se ha modificado el artículo 71, por lo que sigue vigente el requisito de llevar a cabo la reclamación previa ante el Ente Gestor en materia de Seguridad Social. 
Entrada en vigor
La Disposición  Final 7ª de la Ley 39/2015 establece al respecto una regla general y una excepción.

Como regla general, se dispone que esta Ley entrará en  vigor “al año de su publicación en el BOE” (esto es, el 2 de octubre de 2016).
Como excepción, se dispone: “No obstante, las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico producirán efectos a los dos años de la entrada en vigor de la Ley” (esto es, a los tres años de su publicación: el 2 de octubre de 2018).
Juicio crítico

La decisión legislativa consistente en modificar todo el régimen jurídico del sector público a través de las Leyes 39/2015 y 40/2016, ambas de 1 de octubre, ha merecido, en general, un criterio nada favorable a la escasa doctrina científica que hasta ahora se ha dedicado a su estudio. Se critica, indirectamente, al legislador que las aprobó (y naturalmente al Gobierno que las propuso) por no haber realizado previamente un estudio concienzudo de las importantes materias reguladas por ambas leyes y, sobre todo, por no haber intentado algún tipo de consenso por parte de los diferentes sectores sociales afectados.

Y por lo que se refiere en concreto a la Ley 39/20015 (que es la que resulta objeto de este breve informe), se le achacan dos defectos:

En primer lugar, que se trata de una reforma poco innovadora, porque son escasísimos los preceptos esenciales que resultan realmente novedosos; así, la Administración electrónica no lo es, puesto que la Ley 11/2007 ya había introducido un procedimiento electrónico que podría haber alcanzado éxito si no hubiera sido porque la actual crisis económica privó de los recursos necesarios para ello, y así lo revela el hecho de que la entrada en vigor de esa parte de la ley se dilata hasta el año 2018. Asimismo, la Ley 39/2015 contiene muchos preceptos que ya estaban presentes en la Ley 30/1992, a algunos de los cuales se les añade, o se les cambia, simplemente una palabra, lo cual, a veces, puede dificultar más que facilitar la interpretación, ante lo que no se sabe si ha supuesto o no una verdadera modificación o una simple clarificación del precepto anterior.
Y en segundo lugar, se tilda a esta reforma de poco sistemática, pues quizá habría sido preferible regular en una sola ley el régimen jurídico del sector público (incluído el procedimiento administrativo común), en vez de separarlo en dos, cada una de las cuales tiene reglas de aplicación distintas en función de que se refieran a la Administración  estatal o a otras entidades del sector público.

Finalmente, resulta criticable la aparente eliminación del requisito consistente en exigir una “reclamación administrativa previa” a la vía judicial en materia social, haciéndolo desaparecer del texto de la Ley 39/2015 y, al propio tiempo, el establecimiento en la LRJS de un “agotamiento de la vía administrativa previa”, porque ello no supone un mero cambio de nomenclatura respecto de la misma institución, sino que también implica una relativa (pero importante) modificación de la actividad que del administrado se exige con carácter previo a la interposición de la demanda ante los tribunales del orden jurisdiccional social. Desafortunadamente, lo único que se ha hecho en este sentido, es oscurecer aquéllo que ya había quedado bastante claro merced a la práctica a lo largo del tiempo. 
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